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MAT.: Complementa presentaciones incluidas en oficio Nº E56797/2020

A través de su oficio Nº E56797/2020 tomé conocimiento que ciertas denuncias 
que realicé por actuaciones irregulares de la Seremi de Vivienda y Urbanismo de la 
región de La Araucanía fueron derivadas a la Subsecretaría de Vivienda y 
Urbanismo para que esa autoridad central informe sobre ellas a la División de 
Infraestructura y Regulación de la Contraloría.

En esas denuncias se describe un caso donde se realizó una aplicación irregular 
del artículo 2.1.17 de la OGUC, que se tradujo en una modificación del instrumento 
de planificación territorial vigente en la comuna de Padre Las Casas, consistente 
en el "levantamiento" (sic) del riesgo de inundación y la posterior aplicación del 
artículo 28 quinquies de la LGUC, al quedar el respectivo predio urbano sin norma 
urbanística según la errada interpretación de esa seremi.

En relación con lo anterior, me permito complementar esa denuncia con otro 
ejemplo de aplicación irregular del artículo 2.1.17, pero esta vez en un predio rural.

En efecto, en el oficio Nº 2271/2020 de 30 de julio de 2020, adjunto, la Seremi 
Metropolitana de Vivienda y Urbanismo declara que el Plan Regulador 
Metropolitano de Santiago (PRMS) de 1994 no define los usos de suelo en áreas 
de riesgo para el caso en que a través de un estudio fundado se establezcan las 
obras de mitigación necesarias para emplazar edificaciones en dichas áreas, y que 
la seremi denomina "normas urbanísticas subyacentes". Por esa razón, señala que 
adoptó el criterio que una vez aprobado el estudio fundado para un 
determinado predio rural emplazado en un área de riesgo se debe aplicar 
supletoriamente el artículo 55 de la LGUC como si se tratara de un terreno 
rural no regulado por el PRMS.



La declaración anterior incumple diversos dictámenes de la Contraloría sobre la 
correcta aplicación del artículo 2.1.17 de la OGUC, en particular los dictámenes Nº 
25.683 de 27 de septiembre de 2019 y Nº 8.738 de 5 de mayo de 2020 referidos a 
predios emplazados en un área de riesgo por “Derrumbes y Asentamiento del 
Suelo” definido en el PRMS en la comuna de Estación Central.

En esos dictámenes la Contraloría instruyó a la Subsecretaría de Vivienda y 
Urbanismo, Seremi Metropolitana de Vivienda y Urbanismo y Municipalidad de 
Estación Central que de conformidad con lo previsto en el inciso quinto del 
artículo 2.1.17 de la OGUC,  el mismo citado por la Seremi Metropolitana en su 
oficio Nº 2271/2020, las normas urbanísticas en esa área de riesgo son aquellas 
definidas en el artículo 8.2.1.2 del PRMS y esas normas urbanísticas son las que 
deben consignarse en el respectivo Certificado de Informaciones Previas (CIP) 
para autorizar proyectos de edificación. Los usos de suelo permitidos en ese caso 
son equipamiento de: áreas verdes, culto, cultura, recreacional/deportivo, etc., 
con superficie predial mínima de 3 ha, ocupación máxima del suelo de 10% y 
coeficiente de constructibilidad 0,1.

En el caso al que se refiere el oficio Nº 2271/2020, el artículo 8.2.1.4 letra b) del 
PRMS establece como uso de suelo permitido, en la mayor parte del terreno 
correspondiente, sólo equipamiento de Áreas Verdes. En ese lugar se pretende 
construir un centro de distribución (actividad productiva) de aproximadamente 
98.000 m2 construidos en un terreno de 34 ha.

Se trata entonces de un caso equivalente al señalado en el dictamen Nº 
25.683/2019 y por lo mismo ese dictamen, de cumplimiento obligatorio, debió ser 
aplicado por la Seremi Metropolitana de Vivienda. El temerario criterio adoptado 
por esa seremi posiblemente se ha traducido en otras autorizaciones que, en 
definitiva, representan modificaciones irregulares del PRMS  en el área rural 
de la región Metropolitana de Santiago que favorecen intereses particulares, 
a pesar de la abundante y reciente jurisprudencia administrativa de la 
Contraloría.

Solicito entonces que el oficio Nº 2271/2020 de la Seremi Metropolitana de 
Vivienda y Urbanismo también sea considerado en el pronunciamiento de la 
División de Infraestructura y Regulación en el contexto del oficio Nº E56797/2020, 
y que, producto de eso, se tenga a bien emitir un dictamen de aplicación general 
pues son de público conocimiento los reiterados errores en la aplicación del 
artículo 2.1.17 de la OGUC en distintas regiones del país, como el ocurrido en 
Punta Arenas y que se menciona en el Dictamen Nº E28431/2020.



Se despide atentamente,

Patricio Herman Pacheco 
Fundación Defendamos la Ciudad
















